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Salarios 

Panel integrado por su presidente, el Juez Candelaria Rosa, el Juez 
Pagán Ocasio y el Juez Rodríguez Flores1. 

 

Rodríguez Flores, juez ponente.  

 
 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 13 de diciembre de 2021. 

Comparece ante este Tribunal la parte apelante, Jerusalén 

Home Ambulance, Inc., mediante su escrito de Apelación solicitando 

la revisión y revocación de la Sentencia dictada el 15 de abril de 2020 

y notificada el 8 de mayo de 2020 por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Caguas.  Mediante el referido dictamen 

el foro primario declaró con lugar la Querella presentada por el 

apelado, el señor Juan Flores, Jr.   

 Oportunamente, el señor Juan Flores, Jr. compareció ante 

este Foro por medio de su Alegato del Apelado oponiéndose a la 

Apelación y solicitándonos que confirmemos la Sentencia dictada por 

el foro primario.   

Con el beneficio de la comparecencia de las partes, y luego de 

un ponderado análisis del recurso junto con la totalidad de los 

documentos que le acompañan, confirmamos la Sentencia apelada.  

 
1 Mediante Orden Administrativa TA-2021-167 el Juez Rodríguez Flores sustituyó 

al Juez Vázquez Santisteban.  
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I. 

 El 29 de diciembre de 2016 el señor Juan Flores, Jr. (en 

adelante ¨Sr. Flores¨ o ¨parte apelada¨) presentó la Querella por 

cobro de salarios y represalias en contra de su patrono Jerusalén 

Home Ambulance, Inc., (en adelante ¨Jerusalén¨ o ¨apelante¨).  En 

síntesis, el Sr. Flores alegó que mientras éste ejercía sus funciones 

de técnico de emergencias médicas, su supervisora, la señora María 

C. Sánchez Rivera (en adelante ¨Sra. Sánchez¨), le ofreció un puesto 

como de jefe de grupo.  Según se desprende de las alegaciones del 

Sr. Flores, éste y la Sra. Sánchez llegaron a un acuerdo mediante 

un alegado contrato escrito por el cual el Sr. Flores desempeñaría 

sus nuevas funciones como jefe de grupo por un periodo de un (1) 

año de forma probatoria, para luego recibir un aumento de $1.25 

por hora y otros beneficios marginales2. Alegó que transcurrido el 

año en probatoria no recibió aumento de salario y que 

posteriormente fue removido del puesto de jefe de grupo por una 

alegada decisión administrativa, pero, que, no le informaron un 

motivo específico por el cual tomaron tal determinación3. El apelado 

arguyó que el hecho de que éste fuera removido del puesto de jefe 

de grupo y reasignado al puesto de técnico de emergencias médicas 

se debió a represalias por parte de su patrono4, esto último debido 

a que el Sr. Flores denunció una conducta errática y hostil hacia su 

persona por parte de uno de sus superiores, el señor Fernando 

Rodríguez (en adelante ¨Sr. Rodríguez¨), vicepresidente de 

Jerusalén. En su Querella el Sr. Flores reclama a su patrono que se 

le compense por angustias mentales y salarios dejados de devengar5 

bajo la Ley Núm. 115 de 20 de diciembre de 1991, según 

 
2 Apéndice del Recurso, págs. 3-4.  
3 Apéndice del Recurso, pág. 7.  
4 Apéndice del Recurso, pág. 8. 
5 Apéndice del Recurso, pág. 9.  
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enmendada, conocida como Ley de Represalias contra el Empleado 

por Ofrecer Testimonio.   

Por otra parte, el 5 de enero de 2017 la apelante presentó la 

Contestación a Querella. En apretada síntesis, esta negó lo alegado 

por el Sr. Flores.  Además, alegó afirmativamente que el Sr. Flores 

no tenía derecho alguno a lo reclamado, y que, la apelante no había 

incurrido en acciones constitutivas de represalias en contra de su 

persona.  La apelante arguyó, además, que, por razón de una 

necesidad operacional, el Sr. Flores fue asignado al puesto de Jefe 

de Grupo Interino, sin intención de permanencia ni de ser nombrado 

en propiedad a tal puesto. Aseguró que la duración del puesto 

interino estaba dispuesta a ser únicamente dentro del periodo de los 

años 2012 a 2016, y que dentro de ese periodo no se le ofreció 

aumento salarial, no fue nombrado Jefe de Grupo, ni se acordó un 

contrato entre las partes6. En sus alegaciones, también expresó que 

en el 2016 el Sr. Flores fue reasignado a su puesto original de 

Técnico de Emergencias Médicas como parte de una decisión 

administrativa y normal funcionamiento de la compañía7.  

Así las cosas, luego de una serie de trámites procesales, el foro 

primario celebró el juicio en su fondo los días 15, 16, 17 y 18 de julio 

y 2 de agosto de 2019. Posteriormente, el 15 de abril de 2020 el 

Tribunal de Primera Instancia emitió la Sentencia cuya revisión nos 

ocupa.  En virtud de ésta el foro primario declaró Ha Lugar la 

Querella presentada por el Sr. Flores.  Conforme a la prueba 

presentada en el juicio en su fondo, el Tribunal de Primera Instancia 

determinó que, a pesar de no existir un contrato escrito, las partes 

habían llegado a un acuerdo mediante contrato verbal, pues el Sr. 

Flores habría aceptado la posición de Jefe de Grupo de forma 

interina con la expectativa de que eventualmente sería nombrado 

 
6 Apéndice del Recurso, pág. 14. 
7 Apéndice del Recurso, págs. 18-19. 
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Jefe de Grupo en propiedad, lo que conllevaría un aumento de 

sueldo.  Concluyó que las acciones del patrono respecto a no aclarar 

la expectativa del Sr. Flores de ser nombrado Jefe de Grupo en 

propiedad y a su vez recibir un aumento de sueldo, conllevaban una 

violación a los principios de buena fe contractual.  Por ende, el foro 

primario entendió que las actuaciones u omisiones de Jerusalén 

implicaban incumplimiento doloso de las obligaciones8. Además, 

concluyó que Jerusalén debía restituir al Sr. Flores con la 

compensación equivalente a los servicios prestados como Jefe de 

Grupo desde el 12 de junio de 2012 hasta el 26 de junio de 20169, 

pues razonó que el hecho de que no fuera compensado por la labor 

realizada como Jefe de Grupo, aunque fuese de informa interina, 

constituía enriquecimiento injusto.  Por otro lado, el foro primario 

concluyó que el Sr. Flores tenía disponible el remedio provisto por 

la Ley Núm. 115-1991, supra, pues logró probar un caso prima facie 

de represalias.  Lo anterior debido a que el Sr. Flores fue removido 

del puesto de Jefe de Grupo posterior a que este presentara una 

queja sobre dos incidentes ocurridos con el Sr. Rodríguez.  Luego de 

aplicar lo dispuesto por la Ley Núm. 115-1991, supra, el Tribunal 

entendió que el Sr. Rodríguez no logró justificar que la remoción del 

Sr. Flores del puesto de Jefe de Grupo beneficiaría a la empresa de 

alguna forma, ni tampoco alguna razón válida para tal 

determinación10.  Además, ordenó al apelante a pagar una suma por 

daños y angustias mentales al Sr. Flores.   

 Inconforme con lo resuelto, el 15 de julio de 2020, Jerusalén 

presentó ante este Tribunal el presente recurso de Apelación, 

solicitando la revocación de la Sentencia dictada por el Tribunal de 

 
8 Apéndice del Recurso, pág. 814.  
9 Apéndice del Recurso, pág. 816. 
10 Apéndice del Recurso, pág. 818. 
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Primera Instancia.  Así, imputándole al foro primario los siguientes 

errores:  

Primer error: Erró el Honorable Tribunal de Primera 
Instancia al determinar que hubo un acuerdo o contrato 
entre las partes para que el querellante ocupara la plaza 

de Jefe de Grupo en propiedad.  
Segundo error: Erró el Honorable Tribunal de Primera 
Instancia al determinar que hubo un ofrecimiento 

económico al querellante para ejercer las funciones de 
Jefe de Grupo.  

Tercer error: Erró el Honorable Tribunal de Primera 
Instancia al determinar que la intención de las partes 
fue que el Sr. Flores ocupara en propiedad el puesto de 

jefe de grupo.  
Cuarto error: Erró el Honorable Tribunal de Primera 

Instancia al determinar que la querellada incurrió en 
actos constitutivos de represalias al no nombrar en 
propiedad al Sr. Flores al puesto de Jefe de Grupo.   

Quinto error: Erró el Honorable Tribunal de Primera 
Instancia al declarar con lugar la querella de epígrafe, 
toda vez que dicha determinación es contraria a toda 

prueba desfilada.  
Sexto error: Erró el Honorable Tribunal de Primera 

Instancia al declarar con lugar la querella de epígrafe, 
toda vez que dicha determinación es contraria al 
derecho aplicable.  

Séptimo error: Erró el Honorable Tribunal de Primera 
Instancia y abusó de su discreción al sustituir por sus 
propios criterios los criterios gerenciales de la 

querellada para dirigir su empresa y la prerrogativa 
administrativa de sus recursos humanos.  

 

 Por su parte, el 28 de agosto de 2020 el apelado presentó su 

Alegato del Apelado mediante el cual le solicitó a este Tribunal 

confirmar la Sentencia recurrida.  

Evaluados los argumentos presentados por las partes, 

resolvemos. 

II.  

-A- 

Es normativa reiterada que las determinaciones de hechos y 

la adjudicación de credibilidad que hacen los tribunales de primera 

instancia merecen gran deferencia por parte de los tribunales 

apelativos.  Suárez Cáceres v. Com. Estatal Elecciones, 176 DPR 31 

(2009). Ello por razón de que el juzgador de hechos se encuentra en 

mejor posición de evaluar a los testigos y de aquilatar la prueba 
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testifical presentada ante sí.  Hérnandez Maldonado v. Taco Maker, 

181 DPR 281 (2011); Rivera Figueroa v. Autoridad de Acueductos y 

Alcantarillados de Puerto Rico, 177 DPR 345 (2009). El Tribunal 

Supremo ha reiterado que un tribunal apelativo no deberá intervenir 

con las determinaciones de hechos, ni con la adjudicación de 

credibilidad realizada por los foros de instancia, salvo haya mediado 

pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto.  Dávila Nieves v. 

Meléndez Marín, 187 DPR 750 (2013); Rivera Figueroa v. Autoridad 

de Acueductos y Alcantarillados de Puerto Rico, supra, pág. 356; 

Serrano Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 DPR 717 (2007).  Cónsono con 

lo anterior, nuestro Tribunal Supremo ha expresado que “incurre en 

pasión, prejuicio o parcialidad aquel juzgador que actúe movido por 

inclinaciones personales de tal intensidad que adopta posiciones, 

preferencias o rechazos con respecto a las partes o sus causas que 

no admiten cuestionamiento, sin importar la prueba recibida en sala 

e incluso antes de que se someta prueba alguna”. Dávila Nieves v. 

Meléndez Marín, supra, pág. 782.  Los tribunales apelativos podrán 

intervenir con la evaluación de la prueba testifical en circunstancias 

tales como cuando un análisis de la prueba cause “[u]na 

insatisfacción o intranquilidad de conciencia tal que estremezca 

nuestro sentido básico de justicia”. Figueroa v. Autoridad de 

Acueductos y Alcantarillados de Puerto Rico, supra, pág. 356.  

Destacamos que, en ausencia de pasión, prejuicio, parcialidad o 

error manifiesto los foros apelativos estarán imposibilitados de 

intervenir con la apreciación de la prueba de los foros primarios ni 

con sus determinaciones.  Hernández Maldonado v. Taco Maker, 181 

DPR 281 (2011); Ramirez Ferrer v. Conagra Foods PR, 175 DPR 799 

(2009). 

La Regla 42.2 de Procedimiento Civil dispone que ¨las 

determinaciones de hechos basadas en testimonio oral no se dejarán 

sin efecto a menos que sean claramente erróneas, y se dará la debida 
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consideración a la oportunidad que tuvo el tribunal sentenciador 

para juzgar la credibilidad de los testigos¨. 32 LPRA Ap. V, R. 42.2.  

Nuestro máximo foro ha expresado que, cuando en un recurso 

apelativo una parte señale un error relacionado con la suficiencia de 

la prueba testifical o con la apreciación de la prueba por parte del 

foro primario, esta debe presentar una exposición narrativa de la 

prueba para así colocar al tribunal revisor en posición de revisar el 

recurso presentado. Álvarez v. Rivera, 165 DPR 1, 13 (2005).  

En lo pertinente, la Regla 19 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones establece lo siguiente:  

Regla 19 – Reproducción de la prueba oral  
(A) Cuando la parte apelante haya señalado algún 

error relacionado con la suficiencia de la prueba 

testifical o con la apreciación errónea de esta por 

parte del tribunal apelado, someterá una 

transcripción, una exposición estipulada o una 

exposición narrativa de la prueba.  

 
(B) La parte deberá acreditar, dentro del término de 

diez días siguientes a la presentación de la 
apelación, que el método de reproducción de la 

prueba oral que utilizará es el que propicia la más 
rápida dilucidación del caso, pudiendo el tribunal 
determinar el método que alcance esos propósitos. 

[…] 4 LPRA Ap. XXII-A, R. 19. 
  

Es decir, la parte que señale que el foro de instancia erró 

respecto a la apreciación de la prueba testifical deberá cumplir con 

el Reglamento de este Tribunal y presentar ya sea una transcripción, 

una exposición estipulada o narrativa sobre esa prueba, esto con el 

fin de que pueda ser evaluada por el tribunal revisor, y así, pueda 

determinar si se cometió el error señalado y si el foro primario 

incurrió en pasión, prejuicio, parcialidad o error.  

Por otra parte, respecto a la evaluación de prueba documental 

y pericial, los tribunales apelativos nos encontramos en igual 

posición que los foros de instancia.  Albino v. Ángel Martínez, Inc., 

171 DPR 457, 487 (2007).  Es decir, los foros apelativos podremos 

evaluar de forma independiente la prueba documental y pericial, 
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adoptando así nuestro propio criterio. Íd.; Serrano Muñoz v. Auxilio 

Mutuo, supra, pág. 777. 

-B- 

Como es sabido, en nuestro ordenamiento jurídico rige el 

principio de la autonomía de la voluntad de las partes, bajo esta 

disposición, cuando se pretenda efectuar un contrato, las partes se 

encuentran en la libertad de establecer los pactos, cláusulas y 

condiciones que tengan por conveniente, cuando ello no sea 

contrario a la ley, la moral ni al orden público. Burgos López v. 

Condado Plaza, 193 DPR 1, 7-8 (2015); Oriental Bank v. Perapi, 192 

DPR 7, 15 (2014); Art. 1207 del Código Civil de 1930, 31 LPRA ant. 

sec. 3372.  El perfeccionamiento de un contrato se da cuando 

concurren los siguientes elementos: (1) consentimiento de los 

contratantes; (2) objeto cierto; y (3) causa. Oriental Bank v. Perapi, 

supra, pág. 15; Art. 1213 del Código Civil de 1930, 31 LPRA ant. 

sec. 3391.  Cuando un contrato sea perfeccionado por el mero 

consentimiento, desde entonces obliga no a solo cumplir lo pactado, 

sino también a todas las consecuencias que, según su naturaleza 

sean conformes a la buena fe, al uso y a la ley. Burgos López v. 

Condado Plaza, supra, pág. 8; 1210 del Código Civil de Puerto Rico, 

31 LPRA ant. sec. 3375.  

El contrato laboral o de empleo es definido como ¨aquel por el 

cual una persona (llamada trabajador) se obliga, mediante una 

retribución, a prestar un servicio personal a otra (llamada patrono), 

bajo la dependencia permanente y dirección inmediata o delegada 

de esta¨.  COPR v. SPU, 181 DPR 299, 352 (2011) citando a F. 

Velázquez, Diccionario Laboral, Hato Rey, Master Typesetting, 1978, 

pág. 73. La Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada, 

conocida como Ley de Indemnización por Despido sin Justa Causa 

señala dos (2) tipos de contratos de empleo, (1) el contrato de empleo 

temporero y (2) el contrato de empleo por término o para un proyecto 
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u obra cierta. Whittenburg v. Col Ntra. Sra. Del Carmen, 182 DPR 

937 (2011).  La Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, supra, define 

el contrato de empleo temporero como:  

[U]n contrato de empleo escrito o verbal basado 

en una relación de empleo que se establece para realizar 
un proyecto específico, obra cierta, sustituir a un 

empleado durante alguna licencia u ausencia, llevar a 
cabo tareas extraordinarias o de duración corta como 
son, sin que constituya una limitación, los inventarios 

anuales, la reparación de equipo, maquinaria o las 
facilidades de la empresa, el embarque y desembarque 

casual de carga, el trabajo en determinadas épocas del 
año como la navidad, las órdenes temporeras de 
aumentos de producción y cualquier otro proyecto o 

actividad particular. 29 LPRA sec. 185n.  

 

Por otro lado, define el contrato de empleo por término como:  

[u]n contrato de empleo escrito o verbal basado en una 
relación de empleo que se establece para un periodo de 
tiempo específico o proyecto particular. Aunque el 

contrato puede ser renovado, si la práctica, 
circunstancias y frecuencia de las renovaciones fueren 

de tal naturaleza que tiendan a indicar la creación de 
una expectativa de continuidad indefinida de empleo, se 
entenderá que el empleo se establece sin tiempo 

definido.  Se presumirá válido y bona fide aquel contrato 
por término que no exceda de tres (3) años en su 
término inicial o en la totalidad de sus renovaciones. 

Además, en los casos de administradores, ejecutivos y 
profesionales, según dichos términos son definidos 

mediante reglamento del Secretario del Departamento 
del Trabajo y Recursos Humanos, se regirá por la 
voluntad de las partes según expresada en el contrato 

de empleo por término. 29 LPRA sec. 185n. 
 

-C- 

 Nuestro ordenamiento jurídico provee una causa de acción a 

los empleados que sean despedidos, amenazados o víctimas de 

discrimen en su empleo por ofrecer testimonio en un foro legislativo, 

administrativo o judicial. Santiago Nieves v. Braulio Agosto Motors, 

197 DPR 369, 376 (2017); Rentas Santiago v. Autogermana, Inc., 182 

DPR 759, 765 (2011). Esta causa de acción se encuentra amparada 

bajo la Ley Núm. 115 de 20 de diciembre de 1991, según 

enmendada, conocida como Ley de Represalias contra el empleado 

por Ofrecer Testimonio. En síntesis, la Ley Núm. 115-1991, supra, 

prohíbe a un patrono incurrir en actos de represalia en contra de su 
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empleado por razón de que este participe en alguna actividad 

protegida por la referida ley. Santiago Nieves v. Braulio Agosto 

Motors, supra, págs. 377-378; Cordero Jiménez v. UPR, 188 DPR 

129, 135-136 (2013); Rentas Santiago v. Autogermana, Inc, supra, 

pág. 766.  

 En lo pertinente, el Art. 2 de la Ley Núm. 115-1991, supra, 

dispone lo siguiente: 

 
(a) Ningún patrono podrá despedir, amenazar o 
discriminar contra un empleado con relación a los 

términos, condiciones, compensación, ubicación, 
beneficios o privilegios del empleo porque el empleado 

ofrezca o intente ofrecer, verbalmente o por escrito, 
cualquier testimonio, expresión o información ante un 
foro legislativo, administrativo o judicial en Puerto Rico, 

así como el testimonio, expresión o información que 
ofrezca o intente ofrecer, en los procedimientos 
internos establecidos de la empresa, o ante 

cualquier empleado o representante en una posición 
de autoridad, cuando dichas expresiones no sean de 

carácter difamatorio ni constituyan divulgación de 
información privilegiada establecida por ley. (Énfasis 
nuestro) 

 
(b) Cualquier persona que alegue una violación a esta 
Ley podrá instar una acción civil en contra del patrono 

dentro de tres (3) años de la fecha en que ocurrió dicha 
violación y solicitar se le compense por los daños reales 

sufridos, las angustias mentales, la restitución en el 
empleo, los salarios dejados de devengar, beneficios y 
honorarios de abogado. La responsabilidad del patrono 

con relación a los daños y a los salarios dejados de 
devengar, será el doble de la cuantía que se determine 

causó la violación a las disposiciones de esta Ley.  
 

(c) El empleado deberá probar la violación mediante 

evidencia directa o circunstancial. El empleado podrá 
además establecer un caso prima facie de violación a la 
ley probando que participó en una actividad protegida 

por esta Ley y que fue subsiguientemente despedido, 
amenazado o discriminado en su contra de su empleo. 

Una vez establecido lo anterior, el patrono deberá alegar 
y fundamentar una razón legítima y no discriminatoria 
para el despido. De alegar y fundamentar el patrono 

dicha razón, el empleado deberá demostrar que la razón 
alegada por el patrono era un mero pretexto para el 

despido. 29 LPRA sec. 194b.  
 
 El Tribunal Supremo ha expresado que, cuando un patrono 

infringe el Art. 2 de la Ley 115-1991, supra, tal estatuto le provee al 

empleado una causa de acción contra su patrono, en virtud de la 
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cual podrá exigir compensación por daños sufridos, angustias 

mentales, restitución en el empleo, salarios dejados de devengar, 

beneficios y honorarios de abogados. Rentas Santiago v. 

Autogermana, Inc., supra, págs. 766-767; Cordero Jiménez v. UPR, 

supra, pág. 137. Santiago Nieves v. Braulio Agosto Motors, supra, 

pág. 377. 

Respecto al inciso (c) del Art. 2 de la Ley 115-1991, supra, 

nuestro máximo foro ha dispuesto que, con el fin de tener una causa 

de acción bajo esta disposición es necesario que el empleado pruebe 

que (1) participó en una actividad protegida por ley, y, (2) que 

subsiguientemente fue despedido, amenazado o sufrió discrimen en 

el empleo.  Feliciano Martes v. Sheraton, 182 DPR 368, 393-394 

(2011).  Con relación al primer criterio esbozado, el Tribunal 

Supremo ha determinado que el alcance de la protección no solo se 

centra en expresiones realizadas en procesos investigativos, sino 

que se extiende a cualquier testimonio o información hecho por el 

empleado en cualquier foro bajo cualquier procedimiento. Íd. págs. 

394-395. Por otro lado, con respecto al segundo criterio, el Tribunal 

Supremo expresó que es necesario que el empleado afectado provea 

suficiente evidencia indirecta con el fin de confirmar la existencia de 

un nexo causal entre su participación en la actividad protegida y la 

subsiguiente acción adversa comedita por el patrono. Rentas 

Santiago v. Autogermana, Inc, supra, pág. 767. Cuando un empleado 

pretenda establecer su caso prima facie, basta con que compruebe 

que la acción adversa experimentada ocurrió al poco tiempo de 

haber incurrido en la alegada actividad protegida. Íd. Es decir, la 

proximidad temporal será suficiente para establecer su caso prima 

facie. Feliciano Martes v. Sheraton, supra, pág. 399. No obstante, en 

las situaciones donde no se configure el periodo catalogado como 

poco tiempo, se requerirá que el empleado demuestre la existencia 

de un nexo causal entre la acción protegida y la acción adversa.  Íd 
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pág. 400. Cónsono con lo anterior, el empleado deberá presentar 

evidencia estableciendo lo siguiente: (1) que fue tratado de forma 

distinta a otros empleados; (2) que existió un patrón de conducta 

antagonista en su contra; (3) que las razones articuladas por el 

patrono para fundamentar su acción adversa están plagadas de 

inconsistencias; o (4) cualquier otra evidencia que obre en el 

expediente para establecer el elemento del nexo causal. Íd.  Si el 

empleado logra evidenciar los dos criterios anteriormente esbozados, 

queda entonces establecido su caso prima facie por represalias, así 

activándose una presunción juris tantum de violación a la Ley Núm. 

115-1991. Santiago v. Autogermana, Inc, supra, pág. 767.  

Consiguientemente, conforme al Art. 2 de la Ley 115-1991, supra, 

el peso de la prueba pasa al patrono, éste tendrá que rebatir la 

presunción, probando que la acción tomada en contra del empleado 

estuvo debidamente fundamentada y libre de represiones. Íd. Si el 

patrono logra demostrar que su acción fue justificada, el empleado 

deberá demostrar que lo alegado por el patrono es un pretexto para 

la acción adversa. Íd.  

III. 

Evaluados los argumentos presentados por las partes junto 

con el marco jurídico correspondiente, resolvemos.  

Por encontrarse intrínsecamente relacionados, procedemos a 

discutir los errores uno al tres de forma conjunta.  En síntesis, la 

parte apelante señala que el Tribunal de Primera Instancia erró al 

determinar que hubo un acuerdo o contrato entre las partes para 

que el querellante ocupara la plaza de Jefe de Grupo en propiedad, 

al determinar que hubo un ofrecimiento económico al querellante 

para ejercer las funciones de Jefe de Grupo y al determinar que la 

intención de las partes fue que el Sr. Flores ocupara en propiedad el 

referido puesto.  Concluimos que no le asiste la razón, veamos.  
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En el presente recurso, Jerusalén alega que en ningún 

momento se le otorgó al Sr. Flores un contrato, nombramiento o 

ascenso para ser nombrado al puesto de Jefe de Grupo en 

propiedad.  Que únicamente se le solicitó que efectuara las 

funciones de Jefe de Grupo de forma interina respondiendo a una 

necesidad operacional de la compañía sin intención de que el Sr. 

Flores ocupara el puesto en propiedad. Es claro que del expediente 

no surge que se haya efectuado un contrato escrito, no obstante, 

coincidimos con el foro primario respecto a que se llevó a cabo un 

contrato o acuerdo verbal.   Según discutido en el marco teórico, los 

contratos de empleo no están sujetos a ser realizados 

exclusivamente de forma escrita, pues también pueden ser 

efectuados de forma verbal11.  Lo importante es que a la hora de 

llevarse a cabo un contrato sus cláusulas y condiciones no sean 

contrarios a la ley, la moral ni al orden público12. Surge de la 

deposición tomada a la Sra. Sánchez como de la tomada al Sr. 

Flores, que la primera le ofreció el puesto de Jefe de Grupo en 

múltiples ocasiones al Sr. Flores hasta que finalmente este lo 

aceptó13.   En la deposición, la Sra. Sánchez hizo salvedad de que 

tal ofrecimiento fue para ocupar el puesto de forma interina14.  

Asimismo, declaró que le explicó al Sr. Flores que ocuparía el puesto 

de forma interina y que eventualmente se iba a trabajar para que 

fuese nombrado de forma oficial al puesto de Jefe de Grupo15.  

Además, surge del expediente que el Sr. Flores aceptó la posición 

únicamente por razón de que sería nombrado Jefe de Grupo en 

propiedad, lo que conllevaría un aumento de salario.  Respecto al 

aumento de salario, en la deposición tomada a la Sra. Sánchez, esta 

 
11 Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, supra. 
12 Burgos López v. Condado Plaza, supra, págs. 7-8; Oriental Bank v. Perapi, supra, pág. 15; Art. 

1207 del Código Civil de 1930, supra.  
13 Apéndice del Recurso, págs. 207-208 y 394. 
14 Apéndice del Recurso, pág. 208. 
15 Apéndice del Recurso, pág. 214. 
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expresó que debió haberle dicho al Sr. Flores que la posición de Jefe 

de Grupo conllevaba un aumento salarial, y que, además, en una de 

las ocasiones en la que le ofreció el puesto de Jefe de Grupo interino 

pudo haberle mencionado que la posición conllevaba tal aumento16.  

Basta un examen del expediente para notar que en todo momento 

Jerusalén creó en el Sr. Flores una expectativa de que 

eventualmente sería nombrado Jefe de Grupo en propiedad, pues de 

las deposiciones que emanan del expediente surge que en múltiples 

ocasiones el Sr. Flores inquirió sobre su nombramiento, a lo que su 

supervisora le respondía que se estaba trabajando.  No surge que en 

el transcurso del interinato se le haya aclarado ni de forma verbal, 

ni escrita al Sr. Flores que el puesto consistiría en un interinato 

indefinido, pues, aunque se le informó que estaría iniciando en el 

puesto de forma interina, siempre se le mantuvo la expectativa de 

que eventualmente sería nombrado.  

Como es sabido, cuando existan dudas sobre los términos de 

un contrato y se pretenda evaluar la intención de los contratantes, 

será necesario atender principalmente los actos de estos, coetáneos 

y posteriores al contrato17.  Al evaluar los actos de las partes, es 

claro que en todo momento el Sr. Flores se mantuvo en la 

expectativa de que sería nombrado en propiedad, antes y después 

del contrato verbal que se llevó a cabo, puesto que, en repetidas 

ocasiones se le expresó que se estaba trabajando su nombramiento, 

lo que indica que la intención de las partes era que eventualmente 

el Sr. Flores ocupara el puesto de Jefe de Grupo en propiedad.  

A la luz de lo anterior, razonamos que existió un contrato 

entre las partes pues, la Sra. Sánchez le ofreció al Sr. Flores el 

puesto de Jefe de Grupo interino, este último aceptó con la 

expectativa de que sería nombrado Jefe de Grupo en propiedad y 

 
16 Apéndice del Recurso, pág. 241. 
17 Art. 1234 del Código Civil de 1930, 31 LPRA ant. sec. 3472. 
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que recibiría el aumento de sueldo tal como la Sra. Sánchez le había 

mencionado. Reiteramos que, las actuaciones de las partes denotan 

la intención de que eventualmente el Sr. Flores fuera nombrado Jefe 

de Grupo en propiedad. Por lo cual, concluimos que el Tribunal de 

Primera Instancia no erró al determinar que hubo un contrato entre 

las partes para que el Sr. Flores ocupara el puesto de Jefe de Grupo 

en propiedad, en que hubo un ofrecimiento económico para que 

ejerciera las funciones de Jefe de Grupo, ni al determinar que la 

intención de las partes fue que el Sr. Flores ocupara el puesto de 

Jefe de Grupo en propiedad.  

 La parte apelante señala como error el que el foro primario 

haya determinado que Jerusalén incurrió en actos constitutivos de 

represalias al no nombrar en propiedad al Sr. Flores al puesto de 

Jefe de Grupo.  Entendemos que no le asiste la razón.   

Surge de las deposiciones tomadas a la Sra. Sánchez y al Sr. 

Flores que el 8 de abril de 2016 este último presentó una queja 

contra el Sr. Rodríguez dentro de un procedimiento de solución de 

problemas establecido por la compañía por dos incidentes 

protagonizados por éste.  Los incidentes reportados por el Sr. Flores 

fueron los siguientes, primero que el Sr. Rodríguez irrumpió 

gritando en una reunión entre la Sra. Sánchez y los jefes de grupo 

para ordenar que se movieran unos vehículos, y segundo que 

mientras el Sr. Flores impartía unas instrucciones sobre el 

estacionamiento a otros empleados el Sr. Rodríguez le interrumpió 

gritando y utilizando lenguaje soez contra su persona.  Poco 

después, el 7 de mayo de 2016 el Sr. Flores reportó una situación 

con unos empleados, y alegó que uno de estos empleados era 

cercano al Sr. Rodríguez. La Sra. Sánchez en su deposición expresó 

que, en mayo de 2016, se reunió con el Sr. Rodríguez y que éste le 

indicó que no quería al Sr. Flores como Jefe de Grupo debido a que 

existían múltiples quejas de sus empleados, más no recordó que el 
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Sr. Rodríguez hubiese discutido queja alguna ni mencionado algún 

nombre en particular18.  Posteriormente, en la Querella presentada 

por el Sr. Flores éste reclamó a su patrono que se le compensara por 

angustias mentales y salarios dejados de devengar conforme a la Ley 

Núm. 115-1991, supra.  Enfatizamos que, como discutido en el 

marco teórico, cuando un empleado pretenda tener una causa de 

acción bajo este estatuto es necesario que este establezca un caso 

prima facie demostrando que participó en una actividad protegida 

por ley y que subsiguientemente fue despedido, amenazado o que 

sufrió discrimen en el empleo19.  En el caso de autos el Sr. Flores 

logró cumplir con este estándar al establecer su caso prima facie, 

pues alegó que fue removido del puesto de Jefe de Grupo por 

participar en una actividad protegida por la Ley Núm. 115-1991, 

supra, al presentar una queja bajo un procedimiento interno 

establecido por la empresa, estableciéndose así una relación y 

proximidad de eventos. Luego de que el Sr. Flores estableciera su 

caso prima facie, le correspondía al Sr. Rodríguez alegar y 

fundamentar una razón legítima no discriminatoria que justificara 

el haber removido al Sr. Flores de la posición de Jefe de Grupo.  

Surge de la deposición tomada al Sr. Rodríguez que, éste alegó que 

la razón por la cual se removió al Sr. Flores del puesto de Jefe de 

grupo fue debido a una decisión administrativa basada en alegadas 

quejas de los empleados de Jerusalén en contra del Sr. Flores20.  No 

obstante, el Sr. Rodríguez no pudo precisar alguna queja en 

particular, así como no demostró que la empresa se beneficiaría de 

la decisión tomada, además expresó que no examinó el expediente 

del Sr. Flores antes de tomar la decisión de removerlo del puesto.  

De hecho, surge de la deposición tomada a la Sra. Sánchez que la 

 
18 Apéndice del Recurso, pág. 123. 
19 Art. 2 de la Ley Núm. 115-1991, supra. 
20 Apéndice del Recurso, pág. 370. 
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decisión de remover al Sr. Flores fue tomada únicamente por el Sr. 

Rodríguez, y que, en la reunión donde este informó la decisión no 

discutió las alegadas quejas21.  Surge del expediente, que, aunque 

es cierto que varios empleados se quejaron del Sr. Flores, estas 

quejas fueron investigadas y se determinó que las mismas fueron 

incoadas sin fundamento, las cuales resultaban no ser ciertas22. 

Por lo anterior, concluimos que el Sr. Flores logró establecer 

su caso conforme a la Ley Núm. 115-1991. Pues, demostró que 

participó de una actividad protegida al ofrecer testimonio en contra 

del Sr. Rodríguez, su patrono, y que como consecuencia fue 

removido de la posición de Jefe de Grupo.  El Sr. Rodríguez no logró 

demostrar al Tribunal que la decisión no fue arbitraria y que fue 

justificada, de forma que lograra rebatir lo alegado por el Sr. Flores. 

Por lo cual, determinamos que no erró el foro primario al determinar 

que la parte apelante incurrió en actos constitutivos de represalias.  

La apelante alega que el Tribunal de Primera Instancia erró al 

declarar con lugar la querella de epígrafe, puesto que tal 

determinación es contraria a toda prueba desfilada. Concluimos que 

no le asiste la razón, veamos.  

Como regla general este Tribunal no intervendrá con las 

determinaciones de hechos, ni con la credibilidad otorgada por los 

foros primarios, salvo haya mediado pasión, perjuicio, parcialidad o 

error manifiesto23.  Lo anterior por razón de que los foros primarios 

se encuentran en mejor posición para evaluar la prueba testifical.  

Tal y como se discutió en el marco teórico, cuando la parte apelante 

señale que el foro primario erró en cuanto a su apreciación de la 

prueba testifical, esta deberá cumplir con lo dispuesto por la Regla 

19 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones. La parte apelante 

 
21 Apéndice del Recurso, pág. 265. 
22 Apéndice del Recurso, pág. 321-322. 
23 Dávila Nieves v. Meléndez Marín, pág. 750; Rivera Figueroa v. Autoridad de 
Acueductos y Alcantarillados de Puerto Rico, supra, pág. 356. 
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deberá colocarnos en la posición de evaluar lo producido en el foro 

de Instancia mediante la reproducción de una transcripción, una 

exposición estipulada o una exposición narrativa de la prueba, 

acreditando el método que utilizará dentro del término de diez (10) 

días24.  La parte apelante alega que la determinación del foro 

primario es contraria a la prueba desfilada, más no nos colocó en 

posición de evaluar la prueba presentada en el juicio en su fondo 

para concluir que fuese así, puesto que, la apelante no cumplió con 

lo dispuesto por la Regla 19 del Reglamento de este Tribunal25.   

Encontrándonos en la misma posición que el Tribunal de Primera 

Instancia para evaluar la prueba documental presentada, 

procedemos de conformidad y determinamos que la parte apelada 

presentó prueba suficiente para sustentar su Querella. La 

determinación del foro de instancia no es contraria a la prueba 

presentada, por lo cual concluimos que no erró al declarar con lugar 

la Querella.  

 La apelante arguye que el foro primario erró al declarar con 

lugar la querella de epígrafe puesto que la determinación es 

contraria al derecho aplicable.  Determinamos que no le asiste la 

razón.  Luego de evaluar los argumentos y la prueba presentada por 

las partes, así como las determinaciones del Tribunal de Primera 

Instancia, concluimos que el Tribunal de Primera Instancia aplicó 

de forma correcta el derecho. El derecho esbozado por el foro 

primario es conforme al discutido en esta Sentencia, acorde a la Ley 

Núm. 115-1991, supra, y a materia de contratos. Concluimos que 

 
24 4 LPRA Ap. XXII-A, R. 19. 
25 El 4 de septiembre de 2020 la parte apelante presentó una Moción Solicitando 
Orden en Cuanto a Procedimientos Relacionados a la Transcripción de la Prueba, 

solicitó que se le permitiera presentar una transcripción fuera del término de diez 
(10) días dispuesto por la Regla 19 del Reglamento, alegando que el Tribunal goza 

de discreción para permitirlo.  El 6 de octubre de 2020 este Tribunal mediante 

Resolución declaró No Ha Lugar la Moción. Inconforme, el 4 de noviembre de 2020 

la apelante presentó una Moción de Reconsideración la cual también fue declarada 

No Ha Lugar mediante Resolución emitida el 8 de diciembre de 2020.    
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no erró el foro primario al declarar con lugar la Querella presentada 

por la apelada.  

 Por último, la parte apelante señala que el Tribunal de 

Primera Instancia abusó de su discreción al sustituir por sus 

propios criterios los criterios gerenciales de la querellada para dirigir 

su empresa y la prerrogativa administrativa de sus recursos 

humanos.  Concluimos que no le asiste la razón.  

La parte apelante arguye que la prueba desfilada en el juicio 

muestra que el Sr. Flores no fue contratado para ocupar en 

propiedad el puesto de Jefe de Grupo.  Arguye, además, que, en el 

juicio en su fondo, el Sr. Flores fue confrontado con prueba que 

rebatía las alegaciones esbozadas en la Querella y que este solo 

contaba con su testimonio, el cual a su juicio era contradictorio.  

Expresa que, a pesar de lo alegado y lo presentado en juicio, el foro 

primario lo pasó por alto y abusó de su discreción dictando la 

Sentencia a favor del apelante.  Ante estas alegaciones, reiteramos 

que no intervendremos con las determinaciones de hechos, ni con 

la credibilidad otorgada por los foros primarios, salvo haya mediado 

pasión, perjuicio, parcialidad o error manifiesto.  Es menester 

recordar, que, además, la parte apelante no nos colocó en posición 

de evaluar la prueba desfilada en el juicio en su fondo.  Aún así, 

examinada la prueba que proviene del expediente, determinamos 

que el foro primario no abusó de su discreción en su determinación, 

pues no incurrió en pasión, perjuicio, parcialidad o error manifiesto.  

Por otro lado, si bien es cierto que como norma general los tribunales 

no deben sustituir el criterio de los patronos, como excepción, estos 

podrán intervenir cuando resulte obvio que sostener la misma 

conllevaría un fracaso de la justicia26. En el caso de autos el 

Tribunal no abusó de su discreción al intervenir en las 

 
26 Véase Durieux v. ConAgra 161 DPR 269 (2004).  
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determinaciones del patrono, pues tales determinaciones fueron 

arbitrarias y no a favor de la buena administración de la empresa.  

Jerusalén no logró probar beneficio alguno al remover al Sr. Flores 

del puesto de Jefe de Grupo.  El foro primario no le otorgó 

credibilidad al testimonio de la parte apelante, y en miras de 

salvaguardar los derechos de la apelada dictó sentencia a su favor, 

evitando así un fracaso de la justicia.  Por lo cual no le asiste la 

razón a la parte apelante.  

IV.  

 Por los fundamentos que anteceden, se confirma la Sentencia 

apelada.  

Notifíquese.  

 Lo acuerda y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


